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DECLARACION ANTE EL DECRETO 1290/1 DICTADO POR EL 

GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE TUCUMÁN 

 

La Asociación Argentina de Juristas, rama nacional de la Asociación Americana 
de Juristas -organización con Estatuto Consultivo ante el ECOSOC, que tiene 
entre sus objetivos, la promoción de los Derechos Humanos y su efectiva 
vigencia, y la defensa del Estado Democrático y Social de Derecho-, manifiesta 
su rechazo absoluto al Decreto 1290/1 firmado por el gobernador Osvaldo Jaldo, 
la Ministra de Educación y el Ministro de Seguridad de la provincia de Tucumán 
por ilegal, inconstitucional y violatorio de la Convención de los Derechos del Niño, 
y del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales.   

En citado decreto establece en el artículo 1° que se “instruye al Ministerio de 
Seguridad y a la Policía de Tucumán a adoptar las medidas preventivas de 
seguridad que fueren necesarias, y le da facultades de aprehender a los 
participantes, instigadores, y promotores de la perturbación del orden público y 
ponerlos a disposición del Poder Judicial”; indicando que dichas detenciones 
pueden efectivizarse en comisarías o establecimientos penitenciarios. 

Corresponde aquí señalar, en primer lugar, que se encuentra comprometido el 
derecho constitucional a la protesta, toda vez que no explicita a qué tipo de 
conducta refiere con “perturbar el orden público”, concepto en el que podrían 
estar incluidas las manifestaciones pacíficas.   

Asimismo, conforme al artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional, el 
dictado de las normas penales de fondo corresponde al Congreso de la Nación, 
por ser facultades delegadas por las provincias a la Nación, por tanto, la creación 
de una nueva conducta punible y una pretendida sanción debe ser tachada de 
inconstitucional por ilegitimidad de origen. 

En el artículo 2° del decreto en cuestión, queda nuevamente de manifiesto su 
inconstitucionalidad, dado que establece sanciones pecuniarias “confiscatorias”, 
al pretender quitar subsidios y aportes del Estado a las instituciones educativas 
privadas o públicas a las que pertenezcan “los alumnos involucrados”, si 
éstas no implementaren la “medida disciplinaria de expulsión” contra los 
mismos. Esta disposición viola también los principios de inocencia y de garantía 
de defensa, porque pretende aplicar -por medio de instituciones educativas- una 
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sanción inaceptable a menores de edad, sin un debido proceso legal que 
garantice el reproche de una conducta punible. 

Agrega en el último párrafo del mismo artículo que los menores sancionados no 
podrán ser admitidos en ningún otro establecimiento durante el mismo ciclo 
lectivo. De este modo, se viola el derecho constitucional que obliga a las 
provincias a garantizar la educación, así como lo dispuesto en el artículo 7 de la 
Ley 26.892 -que prohíbe expresamente las sanciones que atenten contra el 
derecho a la educación o que impidan la continuidad de los educandos en el 
sistema educativo-; e incumple con las obligaciones que surgen de la “Ley 
Nacional de Educación” N° 26.206  -a la cual adhirió la provincia de Tucumán- 
que surgen de sus artículos 2, 3, 4, 6, y particularmente, el 126 que establece el 
derecho de los/las alumnos/alumnas a: 

a) una educación integral e igualitaria en términos de calidad y cantidad, que 
contribuya al desarrollo de su personalidad, posibilite la adquisición de 
conocimientos, habilidades y sentido de responsabilidad y solidaridad sociales y 
que garantice igualdad de oportunidades.  

b) Ser respetados/as en su libertad de conciencia, en el marco de la convivencia 
democrática.  

c) Concurrir a la escuela hasta completar la educación obligatoria.  

Consecuentemente, el decreto también resulta violatorio de la Convención de los 
Derechos del Niño, pues incumple con las obligaciones a cargo de los Estados 
Parte en materia de educación dispuestas en los artículos 28 y 29, generando 
asimismo la vulneración del principio de no regresividad receptado en el artículo 
2° del PIDESC, sobre el desarrollo progresivo de los derechos humanos, ambas 
normas de rango Constitucional (artículo 75 inc. 22 de la CN). 

Por último, en su artículo 3° el decreto dispone “Instruyese a los padres y tutores 
de tales alumnos a involucrarse directamente en el asunto, pudiendo el Poder 
Ejecutivo adoptar sanciones disciplinarias en caso que resultaren agentes 
públicos provinciales, municipales y comunales, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil que les corresponda”. Así, el decreto violenta todo el 
régimen en materia de empleo público, disponiendo una sanción disciplinaria 
(cuyo contenido y alcance no se establece) por hechos que son ajenos al vínculo 
laboral. Por otra parte, se implementa un doble castigo discriminatorio para 
aquellos padres que sean empleados públicos en el ámbito territorial de esa 
provincia.  
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Por todo lo expuesto, exhortamos al gobierno de la provincia de Tucumán a 
derogar en forma inmediata el Decreto 1290/1, de neto corte fascista y 
antidemocrático, por resultar violatorio de la Constitución Nacional 
convencionalizada, que expone a nuestro país a sanciones internacionales por 
la magnitud de las vulneraciones que contiene.  

Recordamos que la respuesta a las situaciones de conflictividad que puedan 
producirse en el ámbito escolar y/o educativo, nunca deben ser abordadas desde 
lo punitivo, sino más bien desde un marco pedagógico, y jamás violando el 
derecho a la educación, criminalizando o estigmatizando a la niñez o 
adolescencia.  

Buenos Aires, 13 de Mayo de 2024 
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